


VOTO CONCURRENTE
INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA 33/2026



VOTO CONCURRENTE QUE EMITE EL MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA, EN RELACIÓN CON EL INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA 33/2026.

En sesión de tres de septiembre de dos mil veintiséis, las y los integrantes del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvimos, por unanimidad de ocho votos, declarar infundado el incidente de inejecución de sentencia citado al rubro.
Razones de la ejecutoria
1. En la ejecutoria se analizó el posible incumplimiento de la sentencia dictada en un amparo indirecto del índice de un Juzgado de Distrito en el Estado de Sinaloa. 
2. Al respecto, se determinó declarar infundado el incidente de inejecución de sentencia y dejar sin efectos la resolución emitida por el Tribunal Colegiado de Circuito, toda vez que de las constancias remitidas a este Alto Tribunal no se advierte una actitud contumaz o evasiva por parte de las autoridades involucradas en el cumplimiento de la ejecutoria. 
Razones del voto concurrente
3. Si bien coincido con el sentido de la ejecutoria, disiento de algunas consideraciones que en ella se expresan y, en mi opinión, al devolver los autos, se debieron establecer lineamientos específicos para el cumplimiento del fallo protector.
4.  Al respecto, cabe recordar que la protección constitucional se concedió para que un Magistrado de la Sala Regional Zona Norte del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, ejecutara cabalmente la sentencia dictada en un juicio administrativo. Asimismo, se concedió para que las autoridades demandadas en dicho juicio dieran cumplimiento a la resolución definitiva mediante el pago de la indemnización prevista en el artículo 123, apartado B, fracción III de la Constitución.
5. Bajo esta línea, las autoridades responsables remitieron las constancias que acreditaron el pago de la cantidad correspondiente a la suerte principal de la indemnización laboral. Sin embargo, la Sala Regional únicamente declaró parcialmente cumplida la ejecutoria, debido a que permanecía pendiente la liquidación de las actualizaciones. Por tal motivo, el Juez de Distrito emitió diversos autos a través de los cuales requirió a las autoridades responsables y vinculadas el acatamiento íntegro de la ejecutoria. 
6. Ante ese panorama, coincido con la ejecutoria respecto a que las autoridades evidenciaron voluntad de acatamiento. No obstante,  desde mi punto de vista resultaba necesario que la devolución del expediente se acompañara de parámetros específicos que facilitaran la liquidación de las actualizaciones pendientes, lo que permitiría alcanzar la plena ejecución del fallo, sobre todo porque el Tribunal de Sinaloa ya había determinado el cálculo correspondiente.
7. Por otra parte, me aparto del párrafo 24 de la ejecutoria, pues no coincido en que el objetivo del incidente de inejecución de sentencia sea determinar si se configura un desacato, sino evaluar si subsiste un incumplimiento injustificado de la ejecutoria de amparo, mientras que el desacato, y en su caso, las sanciones correspondientes, constituyen las consecuencias jurídicas de acreditación dicha omisión.
8. Finalmente, y en congruencia con mi criterio reiterado, me separo de los párrafos 27, 52 y 53, así como del resolutivo tercero, en los que se determinó dejar sin efecto las multas impuestas por el órgano jurisdiccional. Considero que el análisis de las multas rebasa la materia propia del incidente de inejecución de sentencia, pues su impugnación corresponde tramitarla mediante el recurso de queja o de inconformidad.
9. De ahí que estimara pertinente hacer estas precisiones en el presente voto.
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